

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA / RESPONSABILIDAD POR TERRORISMO / MEDIDAS DE PROTECCIÓN / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA / HECHO PREVISIBLE / DELITO CONTRA LA SEGURIDAD DEL ESTADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / AMENAZA / MUNICIPIO / SOLICITUD DE PROTECCIÓN DE AUTORIDAD POR AMENAZA DE MUERTE / RIESGO EXCEPCIONAL / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LA VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / EXPLOSIÓN DE ARTEFACTO EXPLOSIVO

[L]a responsabilidad que se le imputa a la entidad demandada proviene de un evento de los tradicionalmente calificados como de terrorismo, en la medida en que consistió en el estallido de un vehículo cargado con explosivos, expresamente dispuesto para causar daño a su alrededor; al respecto, la jurisprudencia de la Sala ha considerado procedente la imputación de responsabilidad estatal, en la medida en que se pueda comprobar una falla del servicio, bien porque se compruebe participación de agentes del Estado en el hecho, o porque a pesar de haber sido un hecho previsible, por las especiales circunstancias en las que se presentó, frente al mismo no se tomaron las medidas necesarias, o porque a pesar de haberse solicitado una especial protección frente a amenazas concretas, la misma no fue prestada; de otro lado, también se ha admitido la aplicación del régimen del riesgo excepcional para deducir la responsabilidad del Estado a pesar de tratarse del hecho violento de un tercero, en aquellos eventos en los cuales el ataque terrorista va dirigido en contra de un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal, por cuanto se considera que en tales casos, las víctimas han sido expuestas a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la Administración en cumplimiento del deber constitucional y legal de proteger a la comunidad en general.
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad del Estado por riesgo excepcional, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de junio de 2006, rad. 16630, C. P. Ruth Stella Correa Palacio.
RESPONSABILIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL / CAUSALES DE MUERTE DE CIVIL / CARRO BOMBA / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTO TERRORISTA / RESPONSABILIDAD POR TERRORISMO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / OMISIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LA POBLACIÓN CIVIL / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL / HECHO PREVISIBLE / DELITO CONTRA LA SEGURIDAD DEL ESTADO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / EXPLOSIÓN DE ARTEFACTO EXPLOSIVO

Analizado el material probatorio obrante en el plenario, encuentra la Sala que efectivamente, el día 28 de junio de 1990, estalló un carrobomba en las inmediaciones del Comando de Servicios Especializados de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, hecho del que se tenían sospechas que podía suceder y que había motivado medidas de seguridad por parte de las autoridades de la Policía Nacional, tal y como se desprende de la respuesta enviada al Tribunal Administrativo de Antioquia por el Director General de la Policía Nacional el 19 de agosto de 1993 (…). En tales condiciones, no hay duda de que el ataque terrorista estuvo dirigido expresamente en contra de las instalaciones de la Policía Nacional y que como consecuencia del mismo, se produjeron daños a varias personas ajenas a la entidad, que en virtud del régimen de riesgo excepcional, le son imputables a la demandada.

LUCRO CESANTE / ACREDITACIÓN DEL LUCRO CESANTE / CONCEPTO DE LUCRO CESANTE / DETERMINACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PARÁMETROS DE LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / PRESUPUESTOS DEL LUCRO CESANTE / PRUEBA DEL LUCRO CESANTE / DEPENDENCIA ECONÓMICA
[E]l lucro cesante es el perjuicio material consistente en la pérdida de aquellos ingresos que ya no se producirán, por causa del hecho dañoso; en palabras del Código Civil, "...la ganancia o provecho que deja de reportarse...’’; y en este caso como en cualquier otro, quien alega haber sufrido un perjuicio, debe probarlo dentro del proceso, si quiere que sus pretensiones indemnizatorias prosperen. Un ejemplo de lucro cesante se da cuando alguien fallece, evento en el cual, sufren tal clase de perjuicio aquellas personas que con ocasión de su muerte, dejan de percibir un beneficio económico que recibían del occiso; una renta, un ingreso periódico y permanente, como es el caso de quienes dependían de aquel para su sostenimiento y subsistencia, como el cónyuge, los hijos menores, o los padres que no están en condiciones de velar por sí mismos y dependen del hijo, o los hermanos menores o incapacitados, respecto de los cuales surge también una obligación alimentaria. 

PERJUICIO MATERIAL / PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / DETERMINACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PRUEBA DEL INGRESO / ACTIVIDAD ECONÓMICA / PRESUNCIÓN DE DEPENDENCIA ECONÓMICA / PRESUNCIÓN DE AYUDA ECONÓMICA DEL HIJO MENOR DE VEINTICINCO AÑOS A LOS PADRES / AYUDA ECONÓMICA / PRESUNCIÓN DE DEPENDENCIA ECONÓMICA DE LOS HIJOS / PRESUNCIÓN DE OBLIGACIÓN ALIMENTARIA
[C]uando se afirma la existencia de un perjuicio, cuya indemnización se persigue, recae en la parte demandante la carga de la prueba; de modo que en el presente caso, le correspondía a ésta acreditar que, efectivamente, los demandantes dependían de la víctima, y que su deceso les produjo un daño, porque dejaron de percibir unos ingresos que ella les proveía de manera cierta, permanente y continua -puesto que no se configura un perjuicio indemnizable si tan sólo se trataba de ayudas esporádicas, dádivas o regalos eventuales-. No obstante, existe una circunstancia que aligera la carga de la prueba en relación con el cónyuge y los menores hijos, y es que frente a éstos, legalmente, existe una obligación alimentaria, que se presume cumplida y que da lugar a un derecho correlativo en cabeza de aquellos, hecho que permite deducir igualmente, la existencia del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, cuando fallece uno de los cónyuges, y/o padre de hijos menores, que ya no contarán por lo tanto, con el soporte económico brindado por aquel. Es decir que, para la jurisprudencia de la Sala, el perjuicio material en estos casos se presume -a diferencia de lo que sucede respecto de los padres de hijos mayores de 25 años, y los hermanos mayores de edad- y por lo tanto, hay lugar a su reconocimiento.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la presunción del perjuicio material de lucro cesante por muerte, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de septiembre de 1998, rad. 10820, C. P. Ricardo Hoyos Duque; sentencia de 6 de noviembre de 1998, rad. 10565, C. P. Ricardo Hoyos Duque; sentencia de 21 de febrero de 2002, rad. 13653, C. P. Ricardo Hoyos Duque.

LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PARÁMETROS DE LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LA LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS / PRUEBA DEL INGRESO / VALOR DEL INGRESO / INDEMNIZACIÓN POR LO DEJADO DE PERCIBIR / SALARIO DEJADO DE PERCIBIR / INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN PARA CÁLCULO DEL LUCRO CESANTE / SALARIO BASE PARA LA LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / ACTIVIDAD ECONÓMICA / GASTOS DE SOSTENIMIENTO / GASTOS DE SOSTENIMIENTO DE LA VÍCTIMA
[R]esulta necesario acreditar también, el monto de los ingresos que dejaron de percibirse con ocasión del fallecimiento de la persona que los proveía; sin embargo, la jurisprudencia de la Sala ha elaborado una serie de presunciones, basadas en las reglas de la experiencia, que permiten calcular este monto, cuando de las pruebas allegadas al plenario el mismo no surge de manera concreta; es así como se presume, que de los ingresos obtenidos por el occiso, éste normalmente reservaba apenas una parte para satisfacer sus propias necesidades, destinando el resto para sufragar los gastos familiares, en porcentajes que varían según el número de personas dependientes y las circunstancias particulares de cada caso. Por ello, cuando no existen hijos, sólo cónyuge supérstite o compañera permanente, se considera que el occiso destinaba el 50% de sus ingresos a sus propios gastos; pero cuando existen varios hijos, como en el presente caso, se presume que el padre -o madre- fallecido destinaba para sus propios gastos el 25% de sus ingresos, mientras que el porcentaje restante era dedicado al sostenimiento de su familia. Volviendo al presente caso, observa la Sala que se están reclamando perjuicios materiales para el cónyuge supérstite, los 3 hijos menores de edad de la víctima, así como para la madre de ésta, por lo cual resulta pertinente analizar la procedencia del reconocimiento de esta clase de perjuicios a favor de cada uno de estos demandantes.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la tasación del perjuicio material por lucro cesante, ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 14 de julio de 2004, rad. 14834, C. P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; de 28 de abril de 2005, rad. 14786, C. P. Ruth Stella Correa Palacio; sentencia de 11 de abril de 2002, rad. 13227, C. P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.
PRESUNCIÓN DE DEPENDENCIA ECONÓMICA DE LOS HIJOS / PRUEBA DE PARENTESCO / REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO / LUCRO CESANTE / PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / CÁLCULO DEL LUCRO CESANTE / TASACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PRESUNCIÓN DEL LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DEL LUCRO CESANTE

Dentro del material probatorio allegado al plenario, obran los certificados de registro civil de matrimonio de la señora (…), y de nacimiento de sus hijos (…) Por otra parte, obran testimonios rendidos por vecinos y amigos de la familia (…). De acuerdo con los anteriores testimonios, para la Sala no queda duda de la conformación del grupo familiar de la señora (…) y de las buenas relaciones que existían entre todos sus miembros, así como del papel desempeñado por la occisa dentro del mismo, brindando el necesario sustento económico para la satisfacción de las necesidades de todos sus miembros, tarea que desarrollaba junto a su marido. Queda de esta manera probada la relación de dependencia existente entre los demandantes y la señora (…), puesto que todas las declaraciones apuntan en el sentido de que ella destinaba parte de sus ingresos a los gastos del grupo familiar; lo que no aparece acreditado, es qué porcentaje de esos ingresos que percibía destinaba a este fin, razón por la cual, la Sala considera procedente aplicar las reglas de la experiencia, conforme a las cuales, las personas que realizan actividades lucrativas, destinan una parte del producto de las mismas a la satisfacción de sus propias necesidades y gastos, reservando otro porcentaje, a sufragar los gastos de las personas a su cargo.

PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN DEL LUCRO CESANTE / ACTIVIDAD ECONÓMICA / PRUEBA DEL INGRESO / INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN PARA CÁLCULO DEL LUCRO CESANTE / SALARIO BASE PARA LA LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / MUERTE DE CIVIL / CARRO BOMBA / AYUDA ECONÓMICA / VALOR PROBATORIO DE LA FACTURA / PAGO DE HONORARIOS PROFESIONALES / RETENCIÓN EN LA FUENTE / DECLARACIÓN DE RENTA
Los (…) testimonios brindan plena credibilidad, en cuanto resultan coincidentes y concordantes y provienen de personas que por distintas razones conocían a la occisa, sabían de las actividades lucrativas adelantadas por la señora (…), pues todos ellos se refieren a su profesión de locutora y presentadora, que la llevaba a participar en múltiples eventos públicos y a laborar en distintos frentes de la actividad radial y publicitaria, de donde obtenía recursos económicos como contraprestación por sus servicios, que destinaba en parte al mantenimiento de su familia. El análisis en conjunto del material probatorio enunciado, permite a la Sala deducir que en efecto, la señora (…) era una profesional en el área de la locución y la presentación, que ejercía su profesión en medios de comunicación radiales y en eventos públicos, y que del ejercicio de esa profesión, obtenía recursos para su propia subsistencia y la de su familia, reflejados en el pago de honorarios por la prestación de sus servicios personales. Este hecho se puede constatar a partir de la serie de facturas de cobro aportadas al plenario, las certificaciones de pago de honorarios y documentos de retención en la fuente y declaración de renta, que son demostrativos de los ingresos que obtenía la occisa poco antes de su deceso a partir de la prestación de servicios personales que ejercía.
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[E]s necesario tener en cuenta la prueba que obra sobre la existencia de la sociedad de responsabilidad limitada denominada PRODUCTOR GENERAL LTDA, en la cual los únicos socios, por partes iguales, eran ella y su cónyuge señor (…), quien por manifestaciones de testigos, era ingeniero químico; resulta relevante el análisis del objeto de la sociedad, puesto que una de las actividades a la estaba dedicada, era precisamente a la publicitaria de locución y presentación, mediante labores como la de elaboración, locución y grabación de textos publicitarios y funciones de animación, que, tal y como quedó demostrado en el proceso, era la actividad que personal y directamente desarrollaba la señora (…), lo cual refuerza sin lugar a dudas, la convicción de que de dicha profesión, ella obtenía sus ingresos, en forma directa e indirecta. No obstante lo anterior, es necesario recordar que la sociedad es una persona jurídica distinta e independiente de sus socios, y por lo tanto, los ingresos que percibe no van a engrosar directamente el patrimonio de éstos; en consecuencia, los pagos que se hubieran efectuado a favor de la sociedad, no pueden ser contabilizados como ingresos exclusivos de la occisa en el presente caso, aunque ellos provengan de las actividades a las que profesionalmente ella se dedicaba.

INDEMNIZACIÓN POR PÉRDIDA DE AYUDA ECONÓMICA SUFRIDA POR MUERTE DE LA VÍCTIMA / RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN DEL LUCRO CESANTE / ACTIVIDAD ECONÓMICA / PRUEBA DEL INGRESO / INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN PARA CÁLCULO DEL LUCRO CESANTE / SALARIO BASE PARA LA LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / TAXISTA / PROPIETARIO DEL VEHÍCULO / VEHÍCULO DE TRANSPORTE PÚBLICO
Para la Sala, el (…) material probatorio resulta suficiente para tener por debidamente acreditada la actividad de taxista a la cual se dedicaba el occiso (…), así como la circunstancia de que carecía de patrón y manejaba un automóvil de su propiedad. Al respecto, observa la Sala que si bien no existe la prueba idónea del derecho de dominio que ejercía el señor (…) sobre el vehículo de servicio público (…), sí existen suficientes indicios que así lo indican, y que resultan suficientes para tener en cuenta esta circunstancia a la hora de calcular los ingresos que en ejercicio de esta actividad podía percibir el señor (…), toda vez que de lo que se trata no es del reconocimiento del valor del vehículo perdido, sino de la actividad lucrativa que con él realizaba. (…) [C]ree la Sala que el monto correcto de los ingresos no es el manifestado por dicho testigo, por resultar exageradamente alto, tampoco considera que el apropiado sea el salario mínimo legal mensual, que es el utilizado por la jurisprudencia cuando no existe una prueba plena de los ingresos del occiso. Lo anterior, por cuanto efectivamente, siendo el señor (…) el propietario del vehículo y no un empleado, resulta lógico que ganara de la explotación del mismo una suma muy superior a la del salario mínimo legal mensual. Por otra parte, en la demanda se afirmó que el occiso devengaba aproximadamente $ 350.000, suma que la Sala considera más acertada y que fue la tenida en cuenta por el a-quo, razón por la cual, resulta pertinente la confirmación del fallo de primera instancia, aunque actualizando las respectivas condenas (…).
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Radicación número: 05001-23-31-000-2000-04596-01(16992)

Actor: DOMINGO MANUEL SAMPAYO COBO Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
El presente asunto se encuentra en conocimiento de la Sala en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia el 26 de mayo de 1999, que acogió las súplicas de la demanda.

ANTECEDENTES
La demanda.
En procesos acumulados Nos. 920838, 920885 y 920836, el 15, 16 y 25 de junio de 1992, a través de apoderado debidamente constituido y en ejercicio de la acción de reparación directa, presentaron demanda en contra de la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL, los señores DOMINGO MANUEL SAMPAYO COBO, obrando en su propio nombre y en representación de sus hijos menores LEONARDO JULIO, ALEJANDRO ALBERTO y LUISA LEONOR SAMPAYO NAZA; LEONOR GUZMAN DE NAZA y SERGIO DANILO NAZA GUZMAN, en su calidad de cónyuge supérstite, hijos, madre y hermano de la occisa MIRIAM CECILIA NAZA DE SAMPAYO; LUISA CASTAÑO QUINTERO vda. de ZAPATA, obrando en su propio nombre y en representación de los menores JOHN ALEXANDER y GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ, en su condición de curadora definitiva; LUCIA DEL PILAR, WILLIAM ORLANDO, GLORIA CECILIA, NUBIA ESTELA, LUZ CONSUELO, YOLANDA DE LA CRUZ, NIDIA DEL SOCORRO, AMPARO DE JESUS, LUIS CARLOS, MIRIAM HORTENCIA, GUSTAVO ADOLFO e IVAN HERNANDO ZAPATA CASTAÑO, en su calidad de madre, hijos y hermanos del occiso MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO; NANCY ELENA RESTREPO PIEDRAHITA, obrando en nombre propio y en representación de su hija menor LAURA OSPINA RESTREPO; JUAN DAVID OSPINA GOMEZ, representado por BEATRIZ HELENA GOMEZ MONTOYA NELLY, MORELIA, ANA VICTORIA y CARLOS ALBERTO OSPINA OSPINA, en su calidad de compañera permanente, hijos y hermanos del occiso JAIME OSPINA OSPINA, cuyas pretensiones apuntaron a obtener la declaratoria de responsabilidad patrimonial de la entidad demandada por la muerte de MIRIAM CECILIA NAZA DE SAMPAYO, MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO y JAIME OSPINA OSPINA y su condena al pago de los perjuicios morales y materiales sufridos por los demandantes con ocasión de su deceso.
2. Hechos

La demanda da cuenta del fallecimiento de los señores MIRIAM CECILIA NAZA DE SAMPAYO, MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO y JAIME OSPINA OSPINA, como consecuencia de la explosión de un carrobomba el día 28 de junio de 1990 cuando transitaban a la altura del Comando de Servicios Especializados de la Policía Metropolitana, sitio en el cual se había establecido un retén por parte de las autoridades, que dificultaba el tránsito vehículo según la demanda, el hecho era previsible, dada la situación de zozobra y criminalidad que se vivía en la época, siendo objetivo directo de la delincuencia del narcotráfico los miembros de la Policía Nacional, por lo cual es responsabilidad de la entidad demandada el daño sufrido por los actores con ocasión de la muerte de sus padres, cónyuges, compañeros permanentes, hijos y hermanos.

3. La contestación de la demanda

La entidad demandada, al contestar la demanda pidió pruebas y propuso: en el Expediente 920885: La excepción de inepta demanda por falta de requisitos formales, alegando como tal omisión, el no haber aportado la parte actora prueba de los perjuicios materiales pedidos a favor de la compañera permanente y los hijos (fl. 61); en el Expediente 920836: Excepción de inepta demanda, por falta de estimación razonada de la cuantía, falta de legitimación en la causa del señor Sampayo, pues no probó su calidad de propietario del vehículo por cuya destrucción reclama (fls. 83 y 84); y en el Expediente 920838: Se opuso a las pretensiones, porque la entidad demandada sí tomó las previsiones que consideró necesarias para superar la crisis y si se produjo el hecho, no fue por causas imputables a ella (fl.82).
4. Sentencia de primera instancia 

Acumulados los tres procesos, el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia resolvió en el fallo declarar responsable a la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA, POLICIA NACIONAL- de los daños y perjuicios causados a los demandantes, con ocasión de la muerte de los señores MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN DE SAMPAYO, MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO y JAIME OSPINA OSPINA, y condenó a la entidad demandada a pagar las siguientes sumas de dinero (fls. 217 a 317, cdno. ppl):

2.1.
POR PERJUICIOS MORALES:
Para DOMINGO MANUEL SAMPAYO COBO, mil (1.000) gramos de oro en su condición de cónyuge superviviente de Miriam Cecilia Naza Guzmán de Sampayo. Para LEONARDO JULIO, ALEJANDRO ALBERTO y LUISA LEONOR SAMPAYO NAZA, mil (1.000) gramos de oro para cada uno, por su condición de hijos de Miriam Cecilia Naza Guzmán de Sampayo. Para LEONOR GUZMAN DE NAZA, mil (1.000) gramos de oro en su condición de madre de Miriam Cecilia Naza Guzmán de Sampayo. Para SERGIO DANILO NAZA GUZMAN, quinientos (500) gramos de oro, en su condición de hermano de Miriam Cecilia Naza Guzmán de Sampayo. Para JOHN ALEXANDER y GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ, mil (1.000) gramos de oro para cada uno, en su condición de hijos legítimos de MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO. Para LUISA CASTAÑO QUINTERO VDA. DE ZAPATA, mil (1.000) gramos de oro en su condición de madre de MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO. Para LUCIA DEL PILAR, WILLIAM ORLANDO, GLORIA CECILIA, NUBIA ESTELA, LUZ CONSUELO, YOLANDA DE LA CRUZ, NIDIA DEL SOCORRO, AMPARO DE JESÚS, LUIS CARLOS, MIRIAM HORTENCIA, GUSTAVO ADOLFO e IVAN HERNANDO ZAPATA CASTAÑO, quinientos (500) gramos de oro para cada uno de ellos, en su condición de hermanos de MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO. Para LAURA OSPINA RESTREPO, mil (1.000) gramos de oro en su condición de hija reconocida de JAIME OSPINA OSPINA. Para NANCY ELENA RESTREPO PIEDRAHITA, mil (1.000) gramos de oro en su condición de compañera permanente del señor JAIME OSPINA OSPINA. Para JUAN DAVID OSPINA GOMEZ, mil (1.000) gramos de oro, en su condición de hijo legítimo de JAIME OSPINA OSPINA. Para NELLY, MORELIA, ANA VICTORIA Y CARLOS ALBERTO OSPINA OSPINA, quinientos (500) gramos de oro en su condición de hermanos de JAIME OSPINA OSPINA.

2.1. PERJUICIOS MATERIALES:
2.2.1. LUCRO CESANTE:
2.2.1.1. En el proceso radicado con el Nro. 9208236:
Para LEONARDO JULIO SAMPAYO NAZA la suma de veintidós millones setecientos seis mil doscientos dos pesos m.l. ($22706.202); para ALEJANDRO ALBERTO SAMPAYO NAZA, la suma de cuarenta y cinco millones ciento treinta y seis mil ciento nueve pesos m.l. ($45'136.109); y para LUISA LEONOR SAMPAYO NAZA, la suma de ciento tres millones veintiocho mil novecientos setenta y nueve pesos m.l. ($103'028.979), para un total de ciento setenta millones ochocientos setenta y un mil doscientos noventa pesos m I ($170’871.290).

2.2.1.2. En el proceso Radicado con el Nro. 920838:

Para GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ la suma de cincuenta y nueve millones seiscientos treinta y tres mil cincuenta y dos pesos m.l. ($59.633.052); para JOHN ALEXANDER ZAPATA VASQUEZ, la suma de treinta y siete millones ochenta y dos mil ochocientos treinta y cuatro pesos m.l. ($37.082.834), para un total de noventa y seis millones setecientos quince mil ochocientos ochenta y seis pesos m.l. ($96.715.886).

2.2.1.3. En el proceso Radicado con el Nro. 920885:

Para NANCY ELENA RESTREPO PIEDRAHITA la suma de veinticinco millones novecientos veintinueve mil trescientos diez y siete pesos m.l. ($25.929.317); para LAURA OSPINA RESTREPO, la suma de siete millones doscientos sesenta y ocho mil quinientos treinta y nueve pesos m.l. ($7.268.539); para JUAN DAVID OSPINA GOMEZ, la suma de cinco millones trescientos once mil quinientos cuarenta y nueve pesos m.l. ($5.311.549), para un total de Treinta y ocho millones quinientos nueve mil cuatrocientos cinco pesos m.l. ($38.509.405).

2.2.2. DAÑO EMERGENTE:

Se reconocen únicamente en el proceso Radicado 920836, para el señor DOMINGO SAMPAYO) COVO, por valor de SIETE MILLONES TRESCIENTOS TREINTA Y SEIS MIL PESOS M.L. ($7.336.000)”

La decisión del a-quo obedeció a que encontró probado en el plenario el daño antijurídico sufrido por los demandantes ya que se acreditó el fallecimiento de los señores MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN DE SAMPAYO, MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO y JAIME OSPINA OSPINA, como consecuencia de la explosión de un carro bomba el 28 de junio de 1990 y se probó el parentesco alegado por los demandantes, origen de los perjuicios sufridos por éstos; así mismo, se acreditó su imputabilidad a la entidad demandada, a título de daño especial, conclusión a la que ya había llegado el Tribunal en otro proceso que se tramitó por los mismos hechos; para el a-quo, la responsabilidad surge del hecho de que el atentado estuvo dirigido contra las instalaciones del Cuartel de Policía, el día en que se posesionaba el nuevo comandante, razón por la cual se habían tomado medidas de seguridad especiales, para prevenir un posible atentado, que se preveía como posible.
5. Recurso de Apelación.
La parte demandada interpuso recurso de apelación contra el fallo de primera instancia y pidió su revocatoria, con fundamento en que el daño no le es imputable, ya que no hubo acción u omisión de su parte que fuera el origen del mismo (fl. 319, cdno ppl).

6. Actuaciones en esta instancia.
6.1. El recurso de apelación fue admitido mediante auto del 25 de octubre de 1999 y se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión, y al Ministerio Público para que conceptuara, término en el cual se guardó silencio (fls. 327, 329 y 331, cdno ppl).
6.2. A solicitud de la parte actora, se convocó a audiencia de conciliación, la cual se realizó el 7 de diciembre de 2000 (fl. 333, cdno ppl).
En esta audiencia las partes llegaron a un acuerdo conciliatorio salvo en lo relacionado con los perjuicios materiales causados a los demandantes por las muertes de Miriam Cecilia Naza Guzmán y Manuel Darío Zapata Castaño, razón por la cual se ordenó seguir adelante el proceso en relación con estas pretensiones.

7. La Consejera Ruth Stella Correa Palacio se declaró impedida para intervenir en la presente decisión en virtud de haber intervenido en el proceso en su calidad de procuradora delegada, el cual le fue aceptado por la Sala.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
I- La responsabilidad estatal.
En el presente asunto, la responsabilidad que se le imputa a la entidad demandada proviene de un evento de los tradicionalmente calificados como de terrorismo, en la medida en que consistió en el estallido de un vehículo cargado con explosivos, expresamente dispuesto para causar daño a su alrededor; al respecto, la jurisprudencia de la Sala ha considerado procedente la imputación de responsabilidad estatal, en la medida en que se pueda comprobar una falla del servicio, bien porque se compruebe participación de agentes del Estado en el hecho, o porque a pesar de haber sido un hecho previsible, por las especiales circunstancias en las que se presentó, frente al mismo no se tomaron las medidas necesarias, o porque a pesar de haberse solicitado una especial protección frente a amenazas concretas, la misma no fue prestada; de otro lado, también se ha admitido la aplicación del régimen del riesgo excepcional para deducir la responsabilidad del Estado a pesar de tratarse del hecho violento de un tercero, en aquellos eventos en los cuales el ataque terrorista va dirigido en contra de un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal, por cuanto se considera que en tales casos, las víctimas han sido expuestas a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la Administración en cumplimiento del deber constitucional y legal de proteger a la comunidad en general
.
Analizado el material probatorio obrante en el plenario, encuentra la Sala que efectivamente, el día 28 de junio de 1990, estalló un carrobomba en las inmediaciones del Comando de Servicios Especializados de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, hecho del que se tenían sospechas que podía suceder y que había motivado medidas de seguridad por parte de las autoridades de la Policía Nacional, tal y como se desprende de la respuesta enviada al Tribunal Administrativo de Antioquia por el Director General de la Policía Nacional el 19 de agosto de 1993, en la cual manifestó, "bajo la gravedad del juramento”, lo siguiente (fl. 212, Expediente 920836):
“ A la pregunta 4.1.: Para el día 28 de junio de 1990 durante el primer turno de vigilancia se tuvo conocimiento de un posible carrobomba en un taxi R. 5323 sin más características, habiéndose dejado por escrito las consignas al personal para estar alertas ante la información recibida, para tal efecto se nombró una patrulla recorredora de las instalaciones de la Estación, con el objeto de detectar vehículos extraños en los alrededores, quedando registrada la anotación en el folio 336 de la minuta de guardia, igualmente se ordenó al personal de guardia que no estuviese de servicio, la obligación (sic) de permanecer disponible, consigna que fue plasmada en el folio No. 335 de la minuta de guardia.

A la pregunta 4.2: Para la fecha de los hechos, el Comando de Policía Metropolitana Valle de Aburrá, elaboró la orden de servicios No. 063 del 22 de junio de 1990 por ‘Control transmisión de mando del Comando del Departamento de Policía Metropolitana Valle de Aburrá’, para llevarse a cabo el día 28 de junio de 1990, para el efecto, se destinó personal del Grupo C.E.A., un personal del Grupo de Explosivos, quienes debían revisar previamente las instalaciones y alrededores de la Escuela al igual que personal de inteligencia encargados de realizar labores investigativas en los lugares aledaños, al Grupo GOES y ELITE se les asignó la responsabilidad en la seguridad de la vigilancia de las instalaciones y alrededores estableciendo puntos críticos.

Al punto 4.3: Se ordenó al personal estar pendiente a movimientos extraños máxime cuando se había recibido informaciones sobre un posible carro bomba, por lo tanto, se destinó como se afirmó en la respuesta anterior, el personal especializado pertinente para reforzar la vigilancia.

Al punto 4,4: El personal del Grupo ELITE se le asignó la misión de realizar retenes para la requisa de vehículos y personas y su presencia permanente dentro de las instalaciones.

La guardia de la Unidad no solo para la época de los hechos sino durante todo el tiempo que ha transcurrido y en el que se presentaron atentados terroristas ha estado pendiente de sus servicios, cumpliendo turnos de 6x6 con un Comandante y un relevante de guardia cada 24 horas.

Al punto 4.5: Se desviaban los vehículos de la parte trasera de la Estación hacia las vías de Barrio Traste en las tres calles que se encuentran en frente de ésta. Fue imposible desviar los vehículos por la gran cantidad que se desplazan por las mismas.

Como se expuso en respuestas anteriores se instaló en las inmediaciones de la Estación retén con el Grupo ELITE, encargado de requisar vehículos y personas, precisamente el vehículo que explotó había sido objeto de llamada por parte del Agente fallecido, según informaciones de los compañeros de éste, quienes se encontraban frente a las instalaciones".

En tales condiciones, no hay duda de que el ataque terrorista estuvo dirigido expresamente en contra de las instalaciones de la Policía Nacional y que como consecuencia del mismo, se produjeron daños a varias personas ajenas a la entidad, que en virtud del régimen de riesgo excepcional, le son imputables a la demandada.

En efecto, para el presente caso, consta que en tales hechos fueron víctimas y fallecieron los señores MIRIAM NAZA GUZMAN, JAIME OSPINA OSPINA y MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO, decesos constitutivos del daño por el cual se reclamó indemnización de perjuicios en el sub-lite, y que constan en:

1) Copia auténtica de la diligencia de necropsia realizada al cadáver de MIRIAM NASSA GUZMAN el 28 de junio de 1990 por el Instituto de Medicina Legal de Medellín, en la que se anotó como causa del deceso “shock traumático por traumas múltiples por artefacto explosivo” y el respectivo Certificado de Defunción (fls. 2 y 29, Expediente 920836).
2)  Certificado de defunción del señor MANUEL DARIO ZAPATA, en el que consta que su deceso se produjo el día 4 de julio de 1990, por causa de insuficiencia renal aguda; testimonio de los señores JESUS MARIA CASTAÑO BETANCUR y HERNANDO ELIAS NOREÑA BETANCUR, LIBIA PASTORA MESA DE GOMEZ, quienes manifestaron haber conocido a la víctima por razones de amistad y vecindad, y que el señor ZAPATA quedó mal herido como consecuencia de la explosión del carro bomba y permaneció varios días hospitalizado, hasta que murió; copia auténtica del Acta de Necropsia practicada al señor MANUEL DARIO ZAPATA el 4 de julio de 1990, en la cual se determinó como causa de la muerte |a insuficiencia renal aguda “Por la quemadura de segundo grado del 25% de la superficie corporal”; Informe presentado a la Auditora Auxiliar de Guerra No. 60 el 9 de octubre de 1995 por el Comandante de la Estación Cien, el Comandante de la Fuerza Disponible y el Jefe de Servicios Especializados MEVAL, de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, en el cual se enlista, entre los lesionados por los hechos ocurridos el día 28 de junio de 1990 con ocasión de la explosión de un vehículo que contenía aproximadamente 100 o 150 kilos de dinamita, al señor MANUEL DARIO ZAPATA, de 45 años de edad, quien presentaba heridas en varias parles del cuerpo (fis. 14, 85, 86, 92, 95 y 152, Expediente 920838).
3) Certificado de defunción del señor JAIME OSPINA OSPINA, el 28 de octubre de 1990, por “choque hipovolémico quemaduras de segundo grado” y constancia del Instituto Seccional de Medicina Legal de Medellín, en el sentido de que según necropsia que le fue practicada a la víctima, su deceso se produjo por “choque hipovolémico por quemaduras del 90% de la superficie corporal por explosión", Informe del Comandante de Estación de Servicios Especializados al Comandante Operativo MEVAL el 12 de marzo de 1993 sobre la ocurrencia de los hechos, en el cual se mencionó entre las personas fallecidas, al señor JAIME OSPINA OSPINA, así como en el Comunicado de Prensa expedido el 28 de junio de 1990 por el Comandante de la Policía Metropolitana de Valle de Aburrá e informe de los hechos, del Comandante de la Estación Cien MEVAL, en transcripción del 13 de julio de 1995 (fls. 11, 12, 135, 168, 181 y 189, Expediente 920885).
II- Los perjuicios:
Toda vez que en Sesión del 7 de diciembre de 2000 la Sala aprobó el acuerdo conciliatorio parcial al que llegaron las partes, procederá en esta ocasión a analizar las pretensiones indemnizatorias relacionadas con los perjuicios materiales reconocidos a favor de los demandantes con ocasión del fallecimiento de los señores MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN y MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO, las cuales no fueron objeto de dicha conciliación.

En la demanda, se pidieron perjuicios materiales así:

2.1.1. Daño emergente: Correspondiente a la pérdida total del vehículo automotor Renault-1979, placas KD 40-82, color verde.
Al respecto, la Sala no comparte la condena impuesta por el a-quo por este concepto, puesto que no hay certeza sobre la existencia del daño.

En efecto, al plenario se aportó, para probar el derecho de dominio del señor DOMINGO SAMPAYO COVO sobre el vehículo destruido en los hechos, el "Historial del Vehículo” expedido por la Secretaría de Gobierno Departamental Dirección de Transportes y Tránsito de Antioquia, en el que se hace la siguiente descripción (fl. 91):

PLACA: KDD082, CLASE: AUTOMOVIL, CARROCERIA: SEDAN, MARCA: RENAULT, MODELO: 1979, COLOR: VERDE, MOTOR: 000013890, CHASIS: 0763627, SERIAL: 13627, PASAJEROS: 5, SERVICIO: PARTICULAR, MANIFIESTO: 10729, FECHA EXP. M/A-PUERTO: 041079 MEDELLIN, PROPIETARIO: SAMPAYO COVO DOMINGO, IDENTIDAD: 00007429497, DIRECCION: CL 52 A #80A-47, TELEFONO: 0770434, ULTIMOS TRAMITES: TRASPASO.

Así mismo, obra un dictamen pericial en el cual los 2 auxiliares de la justicia hicieron el “avalúo simbólico comercial” del vehículo de placas KD 40-82, Renault-6, 1977, verde, calculando su valor, luego de varias averiguaciones en diferentes casas de cambio de vehículos automotores, en la suma de $ 2’800.000,oo, “...teniendo en cuenta el estado de conservación y mantenimiento de este tipo de vehículos en condiciones ordinarias de manejo y conducción de una persona que hace el uso normal de desplazamiento hacia la oficina ubicada en la misma ciudad, a recoger los niños en el colegio, hacer mercado los fines de semana y salir a dar la vuelta a Oriente del Departamento de un único dueño sin haberse chocado, o sea manteniendo la línea original del vehículo y atendiendo los avatares de la oferta y la demanda para este tipo de bienes...’’ (fl. 233).

Por otra parte, aparece en el Expediente 920885, un informe del 13 de julio de 1995 de la Policía Nacional, Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, dirigido por el Comandante de la Estación 100 MEVAL al Jefe de Recursos Humanos, en el que se relacionaron los vehículos que resultaron dañados en la explosión del carro bomba del 28 de junio de 1990, y entre los mismos, se mencionó un vehículo “R/4 verde placas KB4082” (fl. 189).

Pero en otro informe, del 9 de octubre de 1995, suscrito por el Comandante de la Estación Cien, el Jefe de Servicios Especializados Metal y el Comandante de la Fuerza Disponible, la Policía Metropolitana del Valle de Aburré, dirigido a la Auditora Auxiliar de Guerra No. 60 informe en el que se relacionaron las personas lesionadas y muertas así como los daños producidos por el carrobomba del 28 de junio de 1990, entre los vehículos que resultaron dañados no se mencionó ninguno que correspondiera o se pareciera al que es de propiedad del aquí demandante (fls. 152 y 153, Expediente 920838).

Obra así mismo, el testimonio del señor CARLOS ARTURO GOMEZ ECHEVERRI, quien manifestó que supo que la señora MIRIAM, el día de los hechos, "...iba en un canrito Renault 6 de color verde, ese carro estaba a nombre de Domingo pero usaba (sic) Miriam, lo tenía permanentemente ella" (fl. 226).

Conforme a lo anterior, considera la Sala que no obra plena prueba de que, en los hechos en los que perdió la vida la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO, haya resultado destruido el vehículo de propiedad del señor DOMINGO SAMPAYO COVO, puesto que no coincide su identificación en los diferentes medios de prueba allegados al proceso para tratar de demostrar este daño.

Y como es bien sabido, la primera exigencia en materia de indemnización de perjuicios, es que haya certeza sobre la existencia del daño por el cual aquella se reclama, certeza que, en el presente caso, se echa de menos.

En tales condiciones, la Sala considera que no es procedente reconocimiento alguno por este concepto y en consecuencia, esta parte de la condena será revocada.

2.1.2. Lucro cesante: A favor de DOMINGO MANUEL SAMPAYO COBO (esposo), LEONARDO JULIO, ALEJANDRO ALBERTO, y LUISA LEONOR SAMPAYO NAZA (hijos); también se pidieron a favor de la señora LEONOR GUZMAN DE NAZA (madre).

En la demanda no se explicó en qué consistía el lucro cesante por el cual se reclamaba, sólo se dieron las pautas con base en las cuales consideró la parte actora que debía ser liquidado este perjuicio, tales como los honorarios mensuales percibidos por la occisa con el ejercicio de su actividad de locutora y el cálculo de vida probable de ésta (fls. 40 y 41, Exp. 920836). 

Como es bien sabido, el lucro cesante es el perjuicio material consistente en la pérdida de aquellos ingresos que ya no se producirán, por causa del hecho dañoso; en palabras del Código Civil, "...la ganancia o provecho que deja de reportarse...’’; y en este caso como en cualquier otro, quien alega haber sufrido un perjuicio, debe probarlo dentro del proceso, si quiere que sus pretensiones indemnizatorias prosperen. Un ejemplo de lucro cesante se da cuando alguien fallece, evento en el cual, sufren tal clase de perjuicio aquellas personas que con ocasión de su muerte, dejan de percibir un beneficio económico que recibían del occiso; una renta, un ingreso periódico y permanente, como es el caso de quienes dependían de aquel para su sostenimiento y subsistencia, como el cónyuge, los hijos menores, o los padres que no están en condiciones de velar por sí mismos y dependen del hijo, o los hermanos menores o incapacitados, respecto de los cuales surge también una obligación alimentaria2. 

Conforme a lo anterior, se puede inferir fácilmente, que en el presente caso lo que se reclama en la demanda a título de lucro cesante, así no se haya manifestado expresamente en estos términos, es el ingreso que, con ocasión de la muerte de la señora MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN, dejaron de percibir los demandantes: esposo, hijos y madre de la occisa.
Se reitera que cuando se afirma la existencia de un perjuicio, cuya indemnización se persigue, recae en la parte demandante la carga de la prueba; de modo que en el presente caso, le correspondía a ésta acreditar que, efectivamente, los demandantes dependían de la víctima, y que su deceso les produjo un daño, porque dejaron de percibir unos ingresos que ella les proveía de manera cierta, permanente y continua -puesto que no se configura un perjuicio indemnizable si tan sólo se trataba de ayudas esporádicas, dádivas o regalos eventuales-.
Como es bien sabido, el lucro cesante es el perjuicio material consistente en la pérdida de aquellos ingresos que ya no se producirán, por causa del hecho dañoso; en palabras del Código Civil, "...la ganancia o provecho que deja de reportarse...’’; y en este caso como en cualquier otro, quien alega haber sufrido un perjuicio, debe probarlo dentro del proceso, si quiere que sus pretensiones indemnizatorias prosperen.

Un ejemplo de lucro cesante se da cuando alguien fallece, evento en el cual, sufren tal clase de perjuicio aquellas personas que con ocasión de su muerte, dejan de percibir un beneficio económico que recibían del occiso; una renta, un ingreso periódico y permanente, como es el caso de quienes dependían de aquel para su sostenimiento y subsistencia, como el cónyuge, los hijos menores, o los padres que no están en condiciones de velar por sí mismos y dependen del hijo, o los hermanos menores o incapacitados, respecto de los cuales surge también una obligación alimentaria
.

Conforme a lo anterior, se puede inferir fácilmente, que en el presente caso lo que se reclama en la demanda a título de lucro cesante, así no se haya manifestado expresamente en estos términos, es el ingreso que, con ocasión de la muerte de la señora MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN, dejaron de percibir los demandantes: esposo, hijos y madre de la occisa.

Se reitera que cuando se afirma la existencia de un perjuicio, cuya indemnización se persigue, recae en la parte demandante la carga de la prueba; de modo que en el presente caso, le correspondía a ésta acreditar que, efectivamente, los demandantes dependían de la víctima, y que su deceso les produjo un daño, porque dejaron de percibir unos ingresos que ella les proveía de manera cierta, permanente y continua -puesto que no se configura un perjuicio indemnizable si tan sólo se trataba de ayudas esporádicas, dádivas o regalos eventuales-.

No obstante, existe una circunstancia que aligera la carga de la prueba en relación con el cónyuge y los menores hijos, y es que frente a éstos, legalmente, existe una obligación alimentaria, que se presume cumplida y que da lugar a un derecho correlativo en cabeza de aquellos, hecho que permite deducir igualmente, la existencia del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, cuando fallece uno de los cónyuges, y/o padre de hijos menores, que ya no contarán por lo tanto, con el soporte económico brindado por aquel.
Es decir que, para la jurisprudencia de la Sala, el perjuicio material en estos casos se presume
 -a diferencia de lo que sucede respecto de los padres de hijos mayores de 25 años, y los hermanos mayores de edad
- y por lo tanto, hay lugar a su reconocimiento.

Por otra parte, resulta necesario acreditar también, el monto de los ingresos que dejaron de percibirse con ocasión del fallecimiento de la persona que los proveía; sin embargo, la jurisprudencia de la Sala ha elaborado una serie de presunciones, basadas en las reglas de la experiencia, que permiten calcular este monto, cuando de las pruebas allegadas al plenario el mismo no surge de manera concreta; es así como se presume, que de los ingresos obtenidos por el occiso, éste normalmente reservaba apenas una parte para satisfacer sus propias necesidades, destinando el resto para sufragar los gastos familiares, en porcentajes que varían según el número de personas dependientes y las circunstancias particulares de cada caso
.

Por ello, cuando no existen hijos, sólo cónyuge supèrstite o compañera permanente, se considera que el occiso destinaba el 50% de sus ingresos a sus propios gastos
; pero cuando existen varios hijos, como en el presente caso, se presume que el padre -o madre- fallecido destinaba para sus propios gastos el 25% de sus ingresos, mientras que el porcentaje restante era dedicado al sostenimiento de su familia
.

Volviendo al presente caso, observa la Sala que se están reclamando perjuicios materiales para el cónyuge supérstite, los 3 hijos menores de edad de la víctima, así como para la madre de ésta, por lo cual resulta pertinente analizar la procedencia del reconocimiento de esta clase de perjuicios a favor de cada uno de estos demandantes.

2.1.3. Lucro cesante para los hijos de la víctima:
Dentro del material probatorio allegado al plenario, obran los certificados de registro civil de matrimonio de la señora MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN con el señor DOMINGO MANUEL SAMPAYO COBO, y de nacimiento de sus hijos: LEONARDO JULIO -nacido el 30 de julio de 1975-, ALEJANDRO ALBERTO -nacido el 2 de marzo de 1978- y LUISA LEONOR -nacida el 6 de julio de 1985- (fls. 3, 6, 7 y 8, Exp. 920836), documentos que comprueban que para la fecha del deceso de la víctima -28 de junio de 1990-, sus hijos contaban con 15, 12 y 5 años de edad, respectivamente.

Por otra parte, obran testimonios rendidos por vecinos y amigos de la familia SAMPAYO NAZA, que dan cuenta de la relación familiar, de apoyo y ayuda mutua que existía en este núcleo familiar, encabezado por la occisa y su marido, quien era ingeniero químico; así fue como declaró la señora PIEDAD SANCHEZ CHAVEZ, locutora de radio, que fue compañera de trabajo de la occisa, y manifestó que ésta vivía con su esposo y sus tres hijos y que era una buena esposa y madre (fl. 220).

Declaró también el señor JOSE OBDULIO GAVIRIA VELEZ, abogado, quien manifestó conocer a la occisa en razón de su actividad profesional, pues fue asesora de actividades del Instituto de Estudios Liberales de Antioquia y de algunos Directorios Liberales; este testigo manifestó que "Era una familia bastante unida, inclusive vivían juntos y, por la forma de ella expresarse porque yo no los trataba muy íntimamente sino por la forma como ella se expresaba de su familia, y por el hecho de vivir unidos se deducía claramente que había mucho calor familiar en ese hogar” (fl. 214).

El señor CARLOS ARTURO GOMEZ ECHEVERRI, médico, compañero de estudios del hermano de MIRIAM, también dio cuenta de la conformación del grupo familiar y de su convivencia bajo el mismo techo, compuesto por DOMINGO SAMPAYO, MIRIAM CECILIA NAZA, sus tres hijos menores, dos varones: LEONARDO y ALEJANDRO, que estaban estudiando y una niña: LUISA LEONOR, que iba a la guardería, las abuelas, una tía que Pasionalmente se quedaba en esa casa y el hermano de MIRIAM, SERGIO NAZA (fl. 226).
La señora MARGARITA ALZATE DE PEÑA, ama de casa, quien fue vecina de MIRIAM hacía 15 años, manifestó que ésta vivía con sus hijos, su esposo, y luego vinieron el hermano y la mamá a vivir con ellos, que las relaciones familiares eran muy buenas y que ella ayudaba económicamente a su esposo, a su madre y a su hermano, pues corría con los gastos de estos dos últimos (fl. 228).

El señor EMILIO MARTELO MEDINA, artista, que conocía a MIRIAM desde hacía varios años, también declaró que ella vivía con su esposo, sus tres hijos, su suegra, su mamá y su hermano SERGIO, y que los ingresos que obtenía del ejercicio de su profesión de periodista, como animadora de eventos, en comerciales, propaganda, etc., los destinaba a la casa, los niños, los colegios, su sostenimiento, y que veía por su mamá y su hermano, y que se trataba de una familia muy unida (fl. 230).

De acuerdo con los anteriores testimonios, para la Sala no queda duda de la conformación del grupo familiar de la señora MIRIAM NAZA y de las buenas relaciones que existían entre todos sus miembros, así como del papel desempeñado por la occisa dentro del mismo, brindando el necesario sustento económico para la satisfacción de las necesidades de todos sus miembros, tarea que desarrollaba junto a su marido.

Queda de esta manera probada la relación de dependencia existente entre los demandantes y la señora MIRIAM NAZA, puesto que todas las declaraciones apuntan en el sentido de que ella destinaba parte de sus ingresos a los gastos del grupo familiar; lo que no aparece acreditado, es qué porcentaje de esos ingresos que percibía destinaba a este fin, razón por la cual, la Sala considera procedente aplicar las reglas de la experiencia, conforme a las cuales, las personas que realizan actividades lucrativas, destinan una parte del producto de las mismas a la satisfacción de sus propias necesidades y gastos, reservando otro porcentaje, a sufragar los gastos de las personas a su cargo.

Y como lo ha manifestado también la Sala en múltiples ocasiones, no es lo mismo compartir gastos sólo con el cónyuge o compañera o compañero permanente, que tener que velar además, por el sostenimiento de uno o más hijos, y de padres y hermanos que no puedan ver por sí mismos.
En el presente caso, advierte la Sala que, si bien la señora MIRIAM NAZA vivía con su cónyuge, a quien también le asistían deberes frente al grupo familiar, ella, según los testimonios recaudados en el proceso, destinaba parte de sus ingresos al sostenimiento de sus hijos, madre y hermanos, lo que sin duda permite inferir, que para sus propios gastos reservaba un porcentaje del 25%.
Otra circunstancia que se debe tener en cuenta para la liquidación de los perjuicios a favor de los hijos, es que el sostenimiento de éstos por parte de sus padres no es indefinido, está íntimamente relacionado con la obligación alimentaria, y que ésta, finaliza cuando cumplen la mayoría de edad que es a los 18 años, cuando se supone que las personas asumen la responsabilidad de sus propios gastos y sostenimiento, por lo cual hasta esa fecha es que se debe efectuar la liquidación de los perjuicios, salvo que en el proceso se demuestre que los hijos continuaron estudiando sostenidos por sus padres, caso en el cual, se reconoce el lucro cesante hasta la edad de 25 años, cuando se presume que ya han concluido sus estudios y se independizan del hogar.

En el presente caso, la liquidación se hará desde la fecha del hecho dañoso, y hasta la fecha en la que los menores cumplieron o cumplirán la mayoría de edad.

2.1.4. Lucro cesante en relación con el cónyuge:
El a-quo negó las pretensiones de este demandante relacionadas con el lucro cesante y tal decisión no fue impugnada, razón por la cual no puede la Sala modificarla; no obstante, se observa que la decisión de primera instancia está justificada, dado que el cónyuge también era una persona productiva, profesional, socio de la sociedad de responsabilidad limitada que había conformado junto con MIRIAM NAZA y de la cual seguramente reportaba ingresos (fl 30), por lo cual no habría lugar a reconocer a su favor perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, puesto que no hay ni siquiera indicios de que existiera alguna relación de dependencia del señor SAMPAYO respecto de su cónyuge, al no obrar medio de prueba alguno de que estuviera impedido para velar por sí mismo.

2.1.5. Lucro cesante en relación con la madre de la víctima:
En relación con la demandante señora LEONOR GUZMAN, madre de la occisa, observa la Sala que el Tribunal de primera instancia, al igual que frente al señor SAMPAYO, negó las Pretensiones tendientes a obtener la indemnización de perjuicios materiales por lucro cesante, bajo la consideración de que "...según se desprende de la prueba testimonial (supra págs, 19 y 20), la ayuda que le proporcionaba la víctima del atentado terrorista se reducía a recibirla en su casa esporádicamente y proporcionarle alimento y alojamiento durante su estadía. Ningún testimonio menciona suma de dinero alguna que la señora Leonor Guzmán recibiera periódicamente de su hija”.

Dado que frente a la anterior decisión la parte actora se conformó, por cuanto no interpuso recurso de apelación en contra del fallo de primera instancia, no resulta posible ahora efectuar reconocimiento alguno a favor de esta demandante, toda vez que el proceso es conocido en segunda instancia, exclusivamente en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y en consecuencia, no se puede hacer más gravosa su situación.
Como consecuencia de lo anterior, el 75% de los ingresos que obtuviera la occisa, será la suma a tener en cuenta para efectos del cálculo del lucro cesante sufrido por sus tres hijos: LEONARDO, ALEJANDRO y LUISA LEONOR, para lo cual, dicho porcentaje será repartido entre ellos tres, en partes iguales.

2.1.6.1. Monto de los ingresos:
2.1.6.2. La Prueba documental:
En el plenario obran, de un lado, los siguientes documentos (Proceso 920836):
2.1.6.1.1. Certificación expedida el 18 de noviembre de 1974 por el Secretario de la Corporación Instituto de Artes y Ciencias de la ciudad de Barranquilla, en el sentido de que “La señorita MYRIAN NAZA GUZMAN, cursó y aprobó en esta institución la carrera de ADMINISTRACIÓN TÉCNICA, durante los años de 1.968 al 1.971” (original de documento privado, fl. 11).
2.1.6.1.2. Copia auténtica de la Resolución No. 2628 del 31 de mayo de 1984 del Ministerio de Comunicaciones, por medio de la cual se resolvió conceder licencia de locutor de radio a la señorita MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN (fl. 28).
2.1.6.1.3.  Certificación expedida por Radio Sutatenza de Barranquilla el 26 de julio de 1976 en el sentido de que la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO trabajó en esa emisora, “Acción I Cultural Popular”, entre el 8 de mayo de 1968 y el 20 de abril de 1972, desempeñándose como locutora de noticieros, asistente de la Dirección de Emisoras, Directora encargada de la Operación Costa Norte y como profesora de Escuelas Radiofónicas, en sus sedes de Barranquilla y Bogotá (documento privado original, fl. 27).

2.1.6.1.4. Copia autenticada de Factura No. 116 del 31 de enero de 1990 a cargo de A.J.L. PUBLICIDAD y a favor de MYRIAM NAZA GUZMAN, por los ",servicios prestados en locución de un (1) texto cuña radial para su cliente 'Flamingo'”, por la suma de $ 31.850 (fl. 12).
2.1.6.1.5. Copia autenticada de Factura No. 01 del 8 de febrero de 1990, a cargo de PROMOFERIAS LTDA y a favor de MIRIAM NAZA, por concepto de "Servicios prestados en grabación de textos (4) cuñas radiales ref. La Gran Empresa 1990", por valor de $74.000 (fl. 12).
2.1.6.1.6. Copia autenticada de Factura No. 02 del 8 de febrero de 1990 a cargo de PROMOFERIAS LTDA y a favor de MIRIAM NAZA, por concepto de “vr. Servicios prestados en grabación de textos (3) cuñas radiales ref. Expofinca 90”, por valor de $ 55.500 (fl. 12, vto).
2.1.6.1.7. Fotocopia autenticada de Factura No. 03 del 8 de febrero de 1990 a cargo de PROMOFERIAS LTDA y a favor de MIRIAM NAZA, por concepto de "vr. Servicios prestados en grabación de textos (2) cuñas concurso de la canción colombiana EXPOFINCA- CARACOL", por valor de $37.000" (fl. 12, vto).
2.1.6.1.8. Fotocopia autenticada de factura de cobro del 14 de febrero de 1990, dirigida a CARACOL y a favor de PRODUCTORA GENERAL LIMITADA por valor de $100.000, por concepto de “Servicios prestados durante el periodo comprendido entre Dic. 23 y Enero 22, 90" (fl. 14).
2.1.6.1.9. Fotocopia autenticada de factura de cobro del 26 de febrero de 1990, dirigida a CARACOL y a favor de PRODUCTORA GENERAL LIMITADA por valor de $100.000, por concepto de “Servicios prestados durante el periodo comprendido entre Enero 23 a Febrero 22. 90” (fl. 15).

2.1.6.1.10. Fotocopia autenticada de factura de cobro del 30 de marzo de 1990, dirigida a QUORUM PUBLICIDAD  y a favor de MIRIAM C. NAZA por valor de $64.080, por concepto de “Servicios prestados en grabación de dos (2) textos cuña radial para su cliente ‘CONFAMA’, referencia ‘Semana de Productos Capilares’ y 'Empresa Familiar’.’’ (fl 16).

2.1.6.1.11. Certificado de retención en la fuente No. 762 -expedido el 20 de marzo de 199 por COMFAMA, Caja de Compensación Familiar de Antioquia- practicada a MIRIAM NAZA GUZMAN por el año gravable de 1990, por concepto de HONORARIOS, por un “monto total sujeto a retención", de $421.000; y un monto de retención equivalente a $29.512 (Documento original, fl. 17).
2.1.6.1.12. Copia auténtica de Factura expedida por MIRIAM NAZA el 16 de abril de 1990 a nombre de PROMOFERIAS LTDA, por valor de $92.500, y por concepto de “Vr. Grabación I cuñas Concurso de la Canción Colombiana Expofinca - Caracol, 1990” en cantidad de 5 (fl. 19).
2.1.6.1.13. Copia auténtica de Factura expedida por MIRIAM NAZA el 16 de abril de 1990 a nombre de PROMOFERIAS LTDA, por valor de $150.000, y por concepto de “Vr. Animación ' 6 días Concurso de la Canción Colombiana Expofinca - Caracol, 1990" (fl. 20).
2.1.6.1.14.  Copia auténtica de Factura expedida por MIRIAM NAZA el 16 de abril de 1990a nombre de PROMOFERIAS LTDA, por valor de $37.000, y por concepto de “Vr. Grabación cuñas Expofinca (incluido Televisión)” en cantidad de 2 (fl. 20).
2.1.6.1.15. Copia auténtica de Factura expedida por MIRIAM NAZA el 16 de abril de 1990 a nombre de PROMOFERIAS LTDA., por valor de $15.000, y por concepto de “Vr. I Inauguración La Gran Empresa 1990” (fl. 20, vto.).
2.1.6.1.16.  Copia auténtica de Factura expedida por MIRIAM NAZA el 6 de junio de 1990 a nombre de PROMOFERIAS LTDA., por valor de $36.000, y por concepto de "Vr. Grabación 2 cuñas La Noche de las Rancheras” (fl. 23, vto.).
2.1.6.1.17. Certificación original expedida por la Vicepresidencia Financiera de Caracol S.A el 20 de marzo de 1991, conforme a la cual durante el año gravable de 1990, se le efectuó a la señora MYRIAM NAZA retención en la fuente por valor de $7.000, por concepto de honorarios, sobre una base gravable de $100.000 (fl. 26).

2.1.6.1.18. Copia auténtica de la Declaración de Renta año gravable 1990, de MIRYAM CECILIA NAZA GUZMÁN, en la que figura como actividad económica “Servicios Profesionales de Asesoría"; el rubro de honorarios, comisiones y servicios, ascendió al monto de $ 522.000, el de dividendos y participaciones a $ 165.000, y otros ingresos, a $480.000, para un total de $ 1.167.000 (fl. 34).
2.1.6.1.19. Certificado de existencia y representación de la sociedad PRODUCTORA GENERAL LTDA, cuyos socios son la señora MYIRIAM NAZA DE SAMPAYO y DOMINGO SAMPAYO COVO, y en cuyo objeto social se consignó:
“El objeto de la sociedad lo constituye las siguientes actividades: INDUSTRIALES. Asesoría técnica en administración de negocios, producción general y control de calidad; elaboración y comercialización de productos, con especial énfasis en productos químicos, que se producirán para sí mismos o a terceros conforme a disposiciones vigentes. COMERCIALES: Asesoría técnica en administración, producción y control de calidad, comercialización de productos y representación de ventas a terceros. PUBLICITARIAS: dirección y asesorías en medios de comunicación {radio, prensa, cine y televisión); elaboración, locución y grabación de textos publicitarios audiovisuales, libretos, programas en medios de comunicación social, dirección, asesorías y ejecución de labores de animación, locución de noticieros, programas y emisiones académicas, asesorías de prensa empresariales, consultorías en medios de comunicación social dirigidas a agremiaciones, empresas, industrias, banco y comercio, transmisiones radiales, redacción de boletines de prensa, investigaciones periodísticas; dirección de estaciones de radio, noticieros, espacios de televisión, programación de ruedas de prensa, elaboración de reportajes, asesorías informativas en medios de comunicación social, corresponsalías, desarrollo de funciones propias del relacionista público, asesoría y producción de todo tipo de publicidad impresa (artes gráficas) por sistema offset, screen y otros sobre papel común, autoadhesivo o sobre textiles, así como la producción y comercialización de materia prima para los mismos, tintas, bases, lacas, papeles, etc”, (fl. 30).
2.1.6.1.20. Obran copias autenticadas de facturas a favor de la empresa PRODUCTORA GENERAL LTDA, con NIT No. 890.933.429-9 y a cargo de varias empresas, por concepto de servicios relacionados con la locución y publicidad, así:
·  Factura a cargo de Caracol, por valor de $ 100.000, suscrita por MYRIAM NAZA DE SAMPAYO, por concepto de "servicios prestados durante el periodo comprendido entre enero 23 a febrero 22, 90” (fl. 15).
· Factura No. 122 del 30 de abril de 1990, a cargo de ANGEL Y HERNANDEZ, por valor de $ 1.300 y por concepto de “Servicios prestados por grabación de un (1) texto cuña radial para su cliente ‘Industrias Haceb’, ref. Costa, día de la madre” (fl. 18).

-   Factura No. 123 mediante la cual la sociedad PRODUCTORA GENERAL LTDA le cobra a “COBIJAS ENSUEÑO” la suma de $30.000 -“tarifa especial i autorizada para clientes Caracol"-, por concepto de “Servicios prestados por grabación de un texto cuña radial" y su correspondiente orden de pago No. 10682 (fls. 22 y 23).

·       Factura No. 124 del 4 de junio de 1990 a cargo de CADENALCO, por valor de $33.000, por concepto de “Servicios prestados por locución un (1) texto cuña radial ref. Día del padre." (fl. 18).
·     Factura del 30 de abril de 1990 a cargo de ACES, por valor de $33.040 y por concepto de "locución de Miriam Naza para un comercial de radio de 20 segundos de ACES Referencia 'PREMIO ANATOV’ (fls. 19 y 19 vto.).
·     Factura No. 120, del 1o de abril de 1990, suscrita por MIRIAM NAZA Y a nombre de PIGMENTOS Y PRODUCTOS QUIMICOS S.A., por valor de $30.000, y por concepto de “Servicios prestados en locución de un (1) texto cuña radial (fl. 20, vto.).
·      Factura No. 121 del 1o de mayo de 1990, a cargo de CADENALCO, por valor de $66.000 y por concepto de “Servicios prestados por grabación de dos (2) textos cuña radial (locución) ref. ‘Costa’.” y su correspondiente orden de pago No. 013800167 (fl. 21).
· Factura de cobro a PROLECHE, por valor de $ 27.072, por concepto de “servicios prestados en locución de un (1) texto cuña radial, a través de Integración Publicidad” (fl. 24).
·    Certificación expedida por CARACOL S.A. sobre la retención en la fuente efectuada en 1990 a PRODUCTORA GENERAL LTDA, por valor de $ 128.100, por concepto de honorarios en cuantía de $ 1.830.000 (fl. 25).
2.1.6.1.
Prueba testimonial:

Por otra parte, obran en el proceso, las declaraciones de los testigos -ya citados en esta providencia- que concurrieron al proceso a dar cuenta de las circunstancias en las que perdió la vida la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO, pero que también declararon sobre sus actividades, su profesión, sus ingresos, etc., por tratarse de personas con las que ella trabajó y tuvo vínculos de índole laboral y comercial; al respecto, se observa:
El señor JOSE OBDULIO GAVIRIA, manifestó que la occisa fue asesora de actividades del Instituto de Estudios Liberales de Antioquia y de algunos Directorios Liberales y al ser preguntado sobre si sabía a qué se dedicaba laboralmente la señora MIRIAM NAZA, respondió (fls. 214 y 215):

"Ella tenía un negocio de asesorías para eventos, convenciones, presentaciones públicas y, entonces, actuaba como jefe de ceremonias, presentadora, contrataba la elaboración de cuñas publicitarias, aprovechando el hecho de que tenía voz que registraba muy bien para la radio y para la, se corrige, para el micrófono. Además, actuaba como periodista y, si mal no recuerdo, tenía contrato con la cadena 'Caracol' {...). Entre los contratos que le dimos a ella hubo varias presentaciones de figuras nacionales en eventos que programábamos mensualmente, como el Contralor Nacional Guillermo Perry, y Hernando Gómez Buendía (...) Con la voz de ella se hicieron también varías cuñas publicitarias, entre las que recuerdo hay una de la anterior campaña presidencial para la 'Consulta Popular'”.

La señora PIEDAD SANCHEZ CHAVEZ, quien manifestó que era locutora de radio, declaró que MIRIAM fue compañera de trabajo suya en RCN, Radio Cadena Nacional, desde 1983 hasta el día de su muerte; preguntada sobre la procedencia de los ingresos de la señora NAZA, respondió (fl. 221 y 222):

“Que me conste directamente, no. Como ellos eran una familia tan íntegra, Domingo tenía su empresa y Miriam cooperaba en ella. Miriam también prestaba su labor en la radio, de ahí que fuera como nos conocíamos ella y yo. (...) Sé que las dos pertenecíamos a la ACL y en el aspecto radial pues sé que teníamos mucho nexo radial”.

Por su parte, CARLOS ARTURO GOMEZ ECHEVERRI, manifestó (fl. 227):

“Ella era periodista, trabajaba con Caracol, también realizaba cuñas comerciales, realizaba los ‘Yingos’ (sic) son como canciones que acompañan los comerciales. Ella también dirigía desfiles, ceremonias especiales, realizaba un programa para Comama (sic) en Toledar (sic), era un espacio muy breve, una, corrijo, media hora en la semana y su trabajo principal era en Caracol, en los últimos días estaba realizando Pase la Tarde con Baltasar. Los ingresos de la señora Miriam no los sé exactamente pero sí estaban alrededor de los quinientos mil pesos mensuales. Ella destinaba ese dinero, según lo que conversaba yo con Miriam, era para ayudarle a pagar la Universidad a Sergio, para los gastos personales de Sergio y colaboraba también con su hogar, sobre todo a Domingo, este era quien llevaba principalmente la obligación”.
La señora MARGARITA ÁLZATE DE PEÑA, vecina y amiga de la occisa, al ser preguntada sobre el origen de los ingresos de la señora MIRIAM NAZA, declaró que “Ella era locutora, en sus cuñas, trabajaba con Comfama, esta cuestión del modelaje (…), ella dirigía modelajes, ella era la presentadora de desfiles de moda, también dictaba cursos de expresión. El salario mensual de ella no lo sé”. (fl.229).

CARLOS EMILIO MARTELO MEDINA, manifestó (fl. 230):

“Sí, la conocí hace unos diez y seis o diez y siete años, recién llegado yo aquí, nos conocimos por la cuestión de la música, ella era compositora (...). Ella era periodista ella trabajó en R.C.N., luego con Caracol hasta el atentado, y comerciales, hacía muchos programas aparte como desfiles de moda, animar eventos, comerciales, propaganda, etc. PREGUNTADO: A cuánto ascendían esos ingresos? RESPONDIO: A cuatrocientos o quinientos mil pesos aproximadamente. PREGUNTADO: A qué destinaba ella esos ingresos? CONTESTÓ: A los gastos de la casa, los niños, los colegios, sostenimiento, el que veía por su hermano, por su mamá, etc”.

Los anteriores testimonios brindan plena credibilidad, en cuanto resultan coincidentes y concordantes y provienen de personas que por distintas razones conocían a la occisa, sabían de las actividades lucrativas adelantadas por la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO, pues todos ellos se refieren a su profesión de locutora y presentadora, que la llevaba a participar en múltiples eventos públicos y a laborar en distintos frentes de la actividad radial y publicitaria, de donde obtenía recursos económicos como contraprestación por sus servicios, que destinaba en parte al mantenimiento de su familia.

El análisis en conjunto del material probatorio enunciado, permite a la Sala deducir que en efecto, la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO era una profesional en el área de la locución y la presentación, que ejercía su profesión en medios de comunicación radiales y en eventos públicos, y que del ejercicio de esa profesión, obtenía recursos para su propia subsistencia y la de su familia, reflejados en el pago de honorarios por la prestación de sus servicios personales.

Este hecho se puede constatar a partir de la serie de facturas de cobro aportadas al plenario, las certificaciones de pago de honorarios y documentos de retención en la fuente y declaración de renta, que son demostrativos de los ingresos que obtenía la occisa poco antes de su deceso a partir de la prestación de servicios personales que ejercía.

Pero no sólo lo anterior da cuenta de la situación económica de la señora NAZA DE SAMPAYO, sino que también es necesario tener en cuenta la prueba que obra sobre la existencia de la sociedad de responsabilidad limitada denominada PRODUCTOR^ GENERAL LTDA, en la cual los únicos socios, por partes iguales, eran ella y su cónyuge señor DOMINGO SAMPAYO COVO, quien por manifestaciones de testigos, era ingeniero químico; resulta relevante el análisis del objeto de la sociedad, puesto que una de las actividades a la estaba dedicada, era precisamente a la publicitaria de locución y presentación, mediante labores como la de elaboración, locución y grabación de textos publicitarios y funciones de animación, que, tal y como quedó demostrado en el proceso, era la actividad que personal y directamente desarrollaba la señora MIRIAN NAZA, lo cual refuerza sin lugar a dudas, la convicción de que de dicha profesión, ella obtenía sus ingresos, en forma directa e indirecta.  
No obstante lo anterior, es necesario recordar que la sociedad es una persona jurídica distinta e independiente de sus socios, y por lo tanto, los ingresos que percibe no van a engrosar directamente el patrimonio de éstos; en consecuencia, los pagos que se hubieran efectuado a favor de la sociedad, no pueden ser contabilizados como ingresos exclusivos de la occisa en el presente caso, aunque ellos provengan de las actividades a las que profesionalmente ella se dedicaba.

Por la anterior razón, la Sala no comparte la conclusión a la que llegó el Tribunal Administrativo y que le sirvió de base para fijar los ingresos de la occisa que servirían para el cálculo de los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, al afirmar que “A pesar de que Domingo Sampayo es socio de Productora General Limitada, su profesión conocida es la de ingeniero químico y no la de locutor, actividad ésta en la que se desempeñó la señora Naza Guzmán y a la que corresponden todos los pagos de los documentos que se acaban de mencionar, por lo que es presumible que todos estos ingresos fueron obtenidos por ella” (fl. 298, cdno ppl).

Observa la Sala, por otra parte, que para la época del deceso de la señora NAZA DE SAMPAYO, junio de 1990, y conforme a lo dispuesto en el Decreto 3000 de 1989, el salario mínimo era de $ 41.025,oo.

Y teniendo en cuenta únicamente las pruebas aportadas por la parte demandante sobre cobros efectuados en forma directa por la señora MIRIAM NAZA como contraprestación por sus servicios personales, se observa que obran los siguientes:

31 de enero de 1990: $31.850

8 de febrero de 1990: $74.000

8 de febrero de 1990: $55.500

8 de febrero de 1990: $37.000

30 de marzo de 1990: $64.080

16 de abril de 1990: $92.500

16 de abril de 1990: $150.000

16 de abril de 1990: $37.000

16 de abril de 1990: $15.000

6 de junio de 1990: $36.000

Se observa también, que Caracol S.A. certificó que durante 1990, le pagó a la señora MIRIAM NAZA honorarios por valor de $ 100.000, sobre los cuales le efectuó retención en la fuente por valor de $7.000, razón por la cual se debe contabilizar la 12a parte de aquella suma, para cada uno de los meses anteriores, para efectos de sacar el promedio de lo devengado por la señora NAZA; en tales condiciones, se tiene que mensualmente, ésta efectuó cobros por las siguientes sumas:
En enero:          $40.183

En febrero:        $174.833

En marzo:         $72.413

En abril:            $302.833

En mayo:          $0

En junio:           $36.000  

Lo que en promedio, da unos honorarios de $ 104.377,oo mensuales, suma que, considera la Sala, es la que debe ser tenida en cuenta para efectos del cálculo del lucro cesante reclamado en la demanda.

2.1.6. Liquidación de perjuicios:
De acuerdo con lo anteriormente expuesto, la liquidación de los perjuicios, queda de la siguiente manera:

Ingresos mensuales de la occisa:                                                $104.377
Porcentaje de renta a distribuir: 75% de $ 104.377 =                   $78.282

Porcentaje de renta para cada uno de los 3 hijos: $ 78.282/3=    $26.094
Se aplica la fórmula para actualizar renta:

Ra = R  I. final 

I.inicial

En donde Ra es la renta a actualizar, R es la renta histórica, I. final es el índice de precios al consumidor del mes anterior a la fecha de la presente sentencia, y el I. inicial, es el índice de precios vigente a la fecha de ocurridos los hechos: 28 de junio de 1990.

Ra = 26.094 x 189.59

                        18.68

Ra = $264.837, valor de la renta actualizada.
Los hijos: LEONARDO JULIO -nacido el 30 de julio de 1975-, ALEJANDRO ALBERTO –nacido el 2 de marzo de 1978- y LUISA LEONOR -nacida el 6 de julio de 1985- (fls.3, 6, 7 y 8, Exp. 920836).

2.1.7.1. Para LEONARDO JULIO:

Nacido el 30 de julio de 1975, para la fecha del deceso de la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO -junio 28 de 1990- contaba con 15 años y 11 meses de edad, es decir que el lucro cesante -consolidado o vencido- transcurrió entre la fecha de los hechos y el día 30 de julio de 1993 -2 años y 1 mes-, fecha en la cual cumplió la mayoría de edad, lapso que será tenido en cuenta para la liquidación de los perjuicios, cálculo que se efectuará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n – 1 

                  i
Donde:

S = suma buscada de la indemnización debida o consolidada
Ra = renta actualizada, es decir, el monto mensual actualizado que la occisa dejó de aportar a su hijo 
i = interés legal
n = número de meses transcurridos entre la fecha del hecho dañino y 30 de julio de 1993, fecha del cumpleaños 18 del hijo.

Aplicando la fórmula: 

S= 264.837 (1 + 0.004867)25.4 – 1

                  0.004867
S= 7.141.868,42

La anterior suma se actualiza a la fecha de esta sentencia, así:

Vp = Vh Indice Final (IPC mes anterior a esta sentencia) 

              Indice Inicial (IPC 30 de julio de 1993)
Entonces:

Vp = 7'141.868.42   189.59

                                  38.54

Vp = $ 35’133.026,30.

El monto del lucro cesante a favor de LEONARDO JULIO, por lo tanto, es de TREINTA Y CINCO MILLONES CIENTO TREINTA Y TRES MIL VEINTISEIS PESOS 30/100 ($35’133.026,30).

2.1.7.2. Para ALEJANDRO ALBERTO:
Nacido el 2 de marzo de 1978, para la fecha del deceso de la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO-junio 28 de 1990- contaba con 12 años y 3 meses de edad, es decir que el lucro cesante -consolidado o vencido- transcurrió entre la fecha de los hechos y el día 28 de j marzo de 1998 -7 años y 9 meses-, fecha en la cual cumplió la mayoría de edad, lapso que será tenido en cuenta para la liquidación de los perjuicios, cálculo que se efectuará con base en la siguiente fórmula:
S= Ra (1 + i)n -1 

                  I 

donde:

S = suma buscada de la indemnización debida o consolidada
Ra = renta actualizada, es decir, el monto mensual actualizado que la occisa dejó de aportar a su hijo 

i = interés legal

n = número de meses transcurridos entre la fecha del hecho dañino -28 de junio de 1990-  y 28 de marzo de 1998, fecha del cumpleaños 18 del hijo.

Aplicando la fórmula 
S= 264.837 (1 + 0.004867)93 – 1

                  0.004867
S= 31.055.546

La anterior suma se actualiza a la fecha de esta sentencia, así:

Vp = Vh Indice Final (IPC mes anterior a esta sentencia) 

              Indice Inicial (IPC 28 de marzo de 1998)
Entonces:
Vp = 31.055.546      189.59

                                  92.43

Vp = $ 63.700.324

El monto del lucro cesante a favor de ALEJANDRO ALBERTO, por lo tanto, es de SESENTA Y TRES MILLONES SETECIENTOS MIL TRESCIENTOS VEINTICUATRO PESOS M/CTE ($63700.324,oo).

2.1.7.3. Para LUISA LEONOR:
Nacida el 6 de julio de 1985, para la fecha del deceso de la señora MIRIAM NAZA DE SAMPAYO -junio 28 de 1990- contaba con 4 años y 11 meses de edad, es decir que el lucro cesante -consolidado o vencido- transcurrió entre la fecha de los hechos y el día 6 de julio de 2003 -13 años-, fecha en la cual cumplió la mayoría de edad, lapso que será tenido en cuenta para la liquidación de los perjuicios, cálculo que se efectuará con base en la siguiente fórmula:
S= Ra (1 + i)n -1 

                  i 

donde:

S = suma buscada de la indemnización debida o consolidada
Ra = renta actualizada, es decir, el monto mensual actualizado que la occisa dejó de aportar a su hija 

i = interés legal

n = número de meses transcurridos entre la fecha del hecho dañino -28 de junio de 1990-  y 6 de julio de 2003, fecha del cumpleaños 18 de la hija.

Aplicando la fórmula 
S= 264.837 (1 + 0.004867)156 – 1

                  0.004867
S= 61.638.184

La anterior suma se actualiza a la fecha de esta sentencia, así:

Vp = Vh Indice Final (IPC mes anterior a esta sentencia) 

              Indice Inicial (IPC 6 de julio de 2003)
Entonces:
Vp = 61.638.184      189.59

                                  143.46
Vp = $ 81.458.129
El monto del lucro cesante a favor de LUISA LEONOR, por lo tanto, es de OCHENTA Y U MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL CIENTO VEINTINUEVE PESOS M/CTE ($81’458.129,oo).
2.2. Por la muerte de MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO:

En la demanda se pidieron perjuicios materiales para JOHN ALEXANDER y GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ y para LUISA CASTAÑO QUINTERO VDA. DE ZAPATA, teniendo en cuenta unos ingresos mensuales de $350.000,oo, producto de la explotación del vehículo de servicio público de su propiedad (taxi).
2.2.1. Lucro cesante para los hijos:

Al respecto, se observa que JOHN ALEXANDER, nacido el 1o de noviembre de 1977 y GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ nacido el 12 de junio de 1980, son hijos de MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO y BETTY ADELA VASQUEZ, tal y como consta en los respectivos certificados de Registro Civil de Nacimiento (fis. 20 y 21, Expediente 920838), es decir que para la época del deceso de su padre, el 4 de julio de 1990 -según consta en el certificado del Registro Civil de Defunción, fl. 14-, eran menores de edad y tenían respectivamente, 12 y 10 años de edad, es decir que dependían para su subsistencia de su padre, máxime teniendo en cuenta que, conforme consta en el respectivo certificado civil de defunción, su madre había fallecido el 27 de noviembre de 1985 (fl. 15).

En consecuencia, resulta pertinente el reconocimiento que hizo el a-quo a favor de JOHN ALEXANDER y GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ, de una indemnización de perjuicios por concepto de lucro cesante, correspondiente a los recursos que su padre destinaba para su mantenimiento.

No comparte sin embargo la Sala el porcentaje de ingresos que utilizó et tribunal para el reconocimiento a favor de los hijos menores, pues tuvo en cuenta apenas el 50% de los mismos, cuando la jurisprudencia a! respecto ha considerado que la víctima, en las condiciones de las del señor ZAPATA CASTAÑO, dedicaría para su propia subsistencia apenas el 25% de sus ingresos, y el restante 75%, al sostenimiento de su hogar; no obstante, dado que el presente asunto se conoce en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y por ello no se puede hacer más gravosa su posición, se limitará la Sala a confirmar lo decidido por el a-quo, aunque actualizando la respectiva condena.

2.2.2. Lucro cesante para la madre:
Sobre esta pretensión a favor de la señora LUISA CASTAÑO QUINTERO VDA. DE ZAPATA, la Sala no hará consideración alguna, toda vez que el tribunal a-quo negó cualquier reconocimiento a su favor por concepto de daño emergente y tal decisión no fue impugnada por la parte actora.

2.2.3. El monto de los ingresos:

Para efectos de acreditar lo ingresos del occiso, que se calcularon en la demanda en la suma de $350.000 mensuales derivados de su actividad de taxista, en un vehículo que según la demanda era de su propiedad, observa la Sala que obra en el plenario el siguiente acervo probatorio:
2.2.3.1. Prueba documental:
· Tarjeta de Fondo de Indemnización por eventualidades de Transporte, expedida por TAX COOPEBOMBAS LTDA. en la que consta como afiliado el señor MANUEL DARIO ZAPATA propietario del vehículo de placa TI 7356, Automóvil CHEV, modelo 1986, con motor 5JK 19JI75361 (fl. 39).

· Fotocopia autenticada de la Póliza de Seguro de Daños No. 211-0544820-3 en la que aparece como tomador el señor MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO y asegurado el vehículo de servicio público Chevrolet Chevette de placas TI 7356 (fl. 39).

· Información expedida por la COOPERATIVA DE TRANSPORTADORES TAX  COOPEBOMBAS LTDA de Medellín el 21 de octubre de 1991, en el sentido de que el señor MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO, identificado con C.C. No. 8.301.038 fue asociado de esa cooperativa desde el 12 de noviembre de 1986 hasta el 4 de julio de 1990, cuando falleció.
· Copia simple del “compromiso de compraventa vehículo chevrolet”, en el que supuestamente consta la compra que hizo del vehículo el señor ZAPATA CASTAÑO el 14 de octubre de 1986 (fl. 41).

· Según informe enviado a la Auditoria Auxiliar de Guerra No. 60 el 9 de octubre de 1995 por el Comandante de la Estación 100 de Policía y el Jefe de Servicios Especializados Meval, de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, en los hechos en los que explotó un carro bomba el 28 de junio de 1990, resultó dañado, entre otros vehículos, un ‘taxi Chevrolet chevette de placas T17356, color amarillo y negro … (Documento público original, fl. 152).
2.2.3.2. Testimonios:

· Testimonio del señor JESUS MARIA CASTAÑO BETANCUR, jubilado de Coltejer, amigo de la víctima, quien manifestó que el señor ZAPATA CASTAÑO tenía un taxi y lo manejaba él mismo, y con el producido mantenía a su familia (fl. 85).
· Testimonio del señor HERNANDO ELIAS NOREÑA BETANCUR, de profesión portero, amigo también de MANUEL DARIO, declaró en similares términos que el anterior testigo (fl. 87).
· Testimonio del señor GONZALO FLOREZ GIRALDO, conductor de taxi, antiguo vecino del señor ZAPATA CASTAÑO, de quien declaró que ejercía el mismo oficio y manejaba su propio carro. Ante la pregunta de a cuánto podrían ascender las entradas del señor ZAPATA CASTAÑO como conductor de taxi, respondió (fl. 90):
“Yo diría un más o menos, unos veinte mil pesos diarios. PREGUNTADO: Recuerda las características del carro del señor Zapata? CONTESTO: Era un Chevrolet de servicio público, negro y amarillo, era como modelo 1984 o 1985 más o menos. No recuerdo el número de la placa. PREGUNTADO: Ese dinero sabe Ud. (sic) a qué lo dedicaba el señor Zapata? CONTESTO: Yo diría que para el sustento de la casa y de los hijos, eso sí lo recuerdo muy bien, era cumplido en su hogar y para el sostenimiento del carro. El tenía dos hijos. PREGUNTADO POR EL DESPACHO: Diga, si cuando Ud. (sic) habla de veinte mil pesos diarios en esa época, eran totales o había que descontar gastos, es decir, cuánto le quedaba líquido a él? CONTESTO: Yo diría que eso libre de gastos, digo yo, porque como el carrito era de él. El guardaría para gastos de el carro y para él. Sacando la tanquiada (sic) para el carro y libres para él esos veinte mil pesos diarios. Yo por ejemplo que le tengo que liquidar al patrón, le doy doce mil pesos a él y para el sueldo de uno, por ahí unos ocho mil pesos diarios. Unos días más y otros menos”. (Las negrillas son de la Sala).

· Testimonio de la señora LIBIA PASTORA MESA DE GOMEZ, nacida el 21 de marzo de 1919, ama de hogar, vecina de toda la vida del señor ZAPATA CASTAÑO, también declaró que él tenía un taxi y que era quien veía por sus hijos (fl. 92).
Para la Sala, el anterior material probatorio resulta suficiente para tener por debidamente acreditada la actividad de taxista a la cual se dedicaba el occiso señor MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO, así como la circunstancia de que carecía de patrón y manejaba un automóvil de su propiedad.

Al respecto, observa la Sala que si bien no existe la prueba idónea del derecho de dominio que ejercía el señor ZAPATA CASTAÑO sobre el vehículo de servicio público - taxi- marca Chevrolet Chevette, de placas TI 7356, sí existen suficientes indicios que así lo indican, y que resultan suficientes para tener en cuenta esta circunstancia a la hora de calcular los ingresos que en ejercicio de esta actividad podía percibir el señor ZAPATA, toda vez que de lo que se trata no es del reconocimiento del valor del vehículo perdido, sino de la actividad lucrativa que con él realizaba.

Así mismo, se advierte que sobre tales ingresos, sólo obra la declaración del testigo FLOREZ GIRALDO, quien sostuvo que el señor ZAPATA, siendo propietario del vehículo, podría perfectamente devengar una suma de $20.000 diarios libres de gastos.
Para la Sala no resulta convincente la afirmación hecha por este testigo, si se tiene en cuenta que, tal y como ya se vio, para el año en el que sucedieron los hechos, el salario mínimo legal mensual era de $ 41.025,oo, lo que querría decir que, en la labor de taxista, la víctima devengaba aproximadamente medio salario mínimo mensual por cada día de trabajo y ello equivaldría a unos ingresos mensuales de $600.000, lo que resulta exagerado.

Pero si bien cree la Sala que el monto correcto de los ingresos no es el manifestado por dicho testigo, por resultar exageradamente alto, tampoco considera que el apropiado sea el salario mínimo legal mensual, que es el utilizado por la jurisprudencia cuando no existe una prueba plena de los ingresos del occiso.
.
Lo anterior, por cuanto efectivamente, siendo el señor ZAPATA CASTAÑO el propietario del vehículo y no un empleado, resulta lógico que ganara de la explotación del mismo una suma muy superior a la del salario mínimo legal mensual.

Por otra parte, en la demanda se afirmó que el occiso devengaba aproximadamente $ 350.000, suma que la Sala considera más acertada y que fue la tenida en cuenta por el a-quo, razón por la cual, resulta pertinente la confirmación del fallo de primera instancia, aunque actualizando las respectivas condenas, las cuales quedarán así:

· Para JOHN ALEXANDER:
El monto de la condena fue de $ 37’082.834, suma a la que se le aplicará la siguiente fórmula de actualización:

Vp = vh índice final 

             índice inicial

Vp = 37'082.834                           189.59
106,25

Vp = $ 66'169.736,oo
Es decir que el lucro cesante a favor de JOHN ALEXANDER ZAPATA VASQUEZ, es la suma de SESENTA Y SEIS MILLONES CIENTO SESENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS TREINTA Y SEIS PESOS M/CTE ($ 66’169.736,oo).
El monto de la condena fue de $ 59'633.052, suma a la que se le aplicará la siguiente fórmula de actualización:

Vp = vh índice final
             índice inicial
Vp = 59’633.052       189.59
                                  106,25
Vp = $ 106’407.814,oo

Es decir que el lucro cesante a favor de GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ, es la suma de CIENTO SEIS MILLONES CUATROCIENTOS SIETE MIL OCHOCIENTOS CATORCE PESOS M/CTE ($106.407.814).
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley; 

FALLA

MODIFICASE la Sentencia del veintiséis (26) de mayo de mil novecientos noventa y nueve (1999), proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, la cual quedará así:

PRIMERO: DECLARASE responsable a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL por los perjuicios materiales ocasionados a LEONARDO JULIO, ALEJANDRO ALBERTO y LUISA LEONOR SAMPAYO NAZA, y a JOHN ALEXANDER y GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ con ocasión de la muerte de los señores MIRIAM CECILIA NAZA GUZMAN y MANUEL DARIO ZAPATA CASTAÑO.

SEGUNDO: CONDÉNASE a LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL a pagar las siguientes cantidades de dinero, a título de lucro cesante:

· A favor de LEONARDO JULIO SAMPAYO NAZA: La suma de TREINTA Y CINCO MILLONES CIENTO TREINTA Y TRES MIL VEINTISEIS PESOS 30/100 ($35’133.026,30).
· A favor de ALEJANDRO ALBERTO SAMPAYO NAZA: La suma de SESENTA Y TRES MILLONES SETECIENTOS MIL TRESCIENTOS VEINTICUATRO PESOS M/CTE ($63’700.324,oo).
· A favor de LUISA LEONOR SAMPAYO NAZA: La suma de OCHENTA Y UN MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL CIENTO VEINTINUEVE PESOS M/CTE ($ 81’458.129,00).
· A favor de JOHN ALEXANDER ZAPATA VASQUEZ, la suma de SESENTA Y SEIS MILLONES CIENTO SESENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS TREINTA Y SEIS PESOS M/CTE ($66’169.736,oo).
· A favor de GABRIEL JAIME ZAPATA VASQUEZ: La suma de CIENTO SEIS MILLONES CUATROCIENTOS SIETE MIL OCHOCIENTOS CATORCE PESOS M/CTE 106’407.814,oo).
TERCERO: NIEGANSE las demás pretensiones de la demanda.

Devolver el expediente al Tribunal de origen, una vez ejecutoriada la presente sentencia.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE

MAURICIO FAJARADO GÓMEZ                                    ENRIQUE GIL BOTERO

         Presidente de la Sala 

MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR             RAMIRO SAAVEDRA BECERRA

�	Al respecto, se puede consultar Sentencia del 28 de junio de 2006, Expediente 16630, M.P.: Ruth Stella Correa Palacio.


� El artículo 411 del Código Civil, establece que se deben alimentos: 1o) Al cónyuge; 2o) a los descendientes, legítimos, ilegítimos o adoptivos; 3o) a los ascendientes, legítimos, ilegítimos o adoptantes; 4o) a los hermanos; 5o) al donante de una donación cuantiosa.





�	“Ha considerado la Sala que en relación con los padres y hermanos de la víctima no se presume el lucro cesante y que tanto su existencia como su cuantía deben ser probados por la parte actora, a diferencia de lo que ocurre con los hijos menores y el cónyuge en relación con los cuales ha aceptado que opera una presunción en virtud de la obligación alimentaria que establece el artículo 411 del Código Civil. Ver, por ejemplo, sentencias del 10 de septiembre de 1998, expediente: 10.820 y del 6 de noviembre de 1998, exp: 10.565". Cita de la Sentencia del 21 de febrero de 2002, Expediente 13.653.





�	La jurisprudencia de la Sala presume que a los 25 años de edad, las personas se independizan y forman su propio hogar, razón por la cual no pueden asumir compromisos con su hogar paterno; por tratarse de una presunción judicial, puede ser desvirtuada, mediante la comprobación de que, a pesaf de ser mayor de 25 años, continúa por ejemplo, viviendo bajo el mismo techo y sufragando los gastos del hogar, o contribuyendo con su sostenimiento. Al respecto, se pueden consultar las sentencias del 12 de julio de 1990, Expediente 5666; del 19 de marzo de 1998, Expediente 10754; y del 20 de febrero de 2003, Expediente 14.515.





�	Al respecto, se pueden consultar Sentencias del 14 de julio de 2004, Expediente 14834; del 28 de abril de 2005, Expediente 14,786;





�	Ver, por ejemplo, Sentencia del 11 de abril de 2002, Expediente 13.227.





�	Sentencia del 26 de septiembre de 1996. Expediente 8785; Sentencia del 11 de marzo de 1983, Expediente 10751; Sentencia de Sala Plena del 25 de agosto de 1998, Expediente IJ-001.





